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SCI--2019	
Comunicación de acuerdo 	

	Para:
	 Dr. Julio Calvo Alvarado, Rector
Señores Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos
Asamblea Legislativa


	De: 
	M.A.E. Ana Damaris Quesada Murillo, Directora Ejecutiva
Secretaría del Consejo Institucional

	
Fecha:
	
08 de mayo de 2019


	Asunto
	Sesión Ordinaria No. 3116, Artículo 9, del 08 de mayo de 2019. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el texto sustitutivo sobre el Proyecto “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena Transfronteriza y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”, Expediente No. 20.554



Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

RESULTANDO QUE:
1. El Artículo 88 de la Constitución Política de la República de Costa Rica prescribe:

“Para la discusión y aprobación de proyectos de ley relativos a las materias puestas bajo la competencia de la Universidad de Costa Rica y de las demás instituciones de educación superior universitaria, o relacionadas directamente con ellas, la Asamblea Legislativa deberá oír previamente al Consejo Universitario o el órgano director correspondiente de cada una de ellas”.

2. El Estatuto Orgánico del Instituto Tecnológico de Costa Rica, en el Artículo 18, inciso i) señala:

“Son funciones del Consejo Institucional:
…
[bookmark: _GoBack]Evacuar las consultas a que se refiere el Artículo 88 de la Constitución Política de la República”.
CONSIDERANDO QUE:

1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió mediante correo electrónico de parte de Asamblea Legislativa, dirigido al Dr. Julio C. Calvo Alvarado, en calidad de Rector de la Institución, la solicitud de criterio sobre el texto sustitutivo sobre el Proyecto “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena Transfronteriza y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”. Expediente No. 20.554.

2. La recepción del expediente consultado, fue conocida en la Sesión No. 3113 del Consejo Institucional, y se acordó trasladarla a la Asesoría Legal, a la Escuela de Ciencias Sociales y al Área de Gestión de Salvaguarda de los Pueblos Indígenas, para la emisión de su criterio sobre el tema. 

3. La Secretaría del Consejo Institucional recibió oficios, que contienen los criterios de las dependencias de la Institución, que fueron consultadas. 

SE ACUERDA:

a. Comunicar a la Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, las observaciones que se detallan a continuación, para el proyecto consultado:

	No. Expediente
	Nombre del Proyecto
	Transgrede o no la Autonomía Universitaria
	Observaciones de las diferentes entidades institucionales consultadas

	20.554
	Proyecto “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena Transfronteriza y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”  (texto sustitutivo)
	No
	Oficina de Asesoría Legal

“Se considera que la presente iniciativa no tiene elementos que comprometan la autonomía del Instituto Tecnológico de Costa Rica.   Bajo esta óptica, se estima que no existe inconveniente en apoyar el proyecto.”

Escuela de Ciencias Sociales
“Indicar si apoya o no el Proyecto y las razones que justifican no apoyarlo
Sí, el proyecto es pertinente y necesario. Atiende una deuda histórica con las poblaciones indígenas.”
Área de Gestión de Salvaguarda de los Pueblos Indígenas

“Se recomienda al Consejo Institucional avalar la aprobación de la Ley, considerando que se fundamenta en lo establecido no solo en la Constitución Política del país, sino en la normativa internacional suscrita por Costa Rica y que vela por los Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas.” 




b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.

PALABRAS CLAVE:   Proyectos – Ley- Exp. 20.554
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c.i.   Auditoría Interna (Notificado a la Secretaria vía correo electrónico)
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ECS-118-19

Memorando 

Para: 

Dr. Julio Calvo Alvarado, Presidente 




Consejo Institucional 

 De: 
M.Ed. William Rojas Cordero, Director 


Escuela de Ciencias Sociales            

Fecha:
29 de abril de 2019

Asunto: 
Dictamen Proyecto de “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena Transfronteriza y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”. Expediente No. 20.554

Con mi respetuoso saludo, me permito remitir el criterio solicitado en el Memorando SCI-266-2019, de fecha 08 de abril del año en curso, relativo al Proyecto de Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena Transfronteriza y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfonteriza, expediente n° 20.554.


De conformidad con el formato establecido, se procede a suministrar la siguiente información:


1- Observaciones:  (espacio infra de este memorando)


2- Apoyo al proyecto: Ambos profesores expresan criterios favorables al proyecto.


3- Profesores participantes: 

a. Daniel Del Valle Hasbum, Coordinador del Área de Derecho.

b. MSc. David Arias Hidalgo, Profesor – Investigador del Área Social.


Observaciones: A continuación se transcribe el criterio jurídico del Lic. Del Valle:


“En respuesta al traslado del oficio SCI-266-2019, en virtud del cual el Consejo Institucional solicita el criterio de la Escuela de Ciencias Sociales sobre el texto sustitutivo del Proyecto “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena Transfronteriza y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”. Expediente No. 20.554, expreso lo siguiente:


Nuestro país, como signatario de la “Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas”, del 13 de septiembre del 2007, y del “Convenio para reducir los casos de Apatridia”, del 30 de agosto de 1961, y, se ve obligado, en virtud de los deberes adquiridos en dichos acuerdos, a respetar que toda persona indígena tiene derecho a una nacionalidad (Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los pueblos indígenas, 2007), y a conceder “su nacionalidad a la persona nacida en su territorio que de otro modo sería apátrida” (Convención para Reducir los Casos de Apatridia, 1961), y debe hacerse de pleno derecho al nacimiento y por solicitud a la autoridad competente, sea por el interesado o a su nombre, pero siempre a la edad y en las condiciones que prescriba nuestra legislación nacional.


La nacionalidad debe entenderse como el “vínculo jurídico y político existente entre un Estado y los miembros del mismo” (Cabanellas de Torres, 2001). Para efectos del derecho constitucional y nacional, este vínculo jurídico que liga a una persona con el Estado, se da de manera originaria o derivada. Los modos de adquisición originaria de la nacionalidad suponen una atribución de la nacionalidad desde el momento del nacimiento, mientras que los modos derivativos significan una adquisición sobrevenida de la nacionalidad por una persona que anteriormente ha poseído otra distinta.


En nuestro medio, la nacionalidad de manera originaria se adquiere por:


· “El ius soli, o derecho de suelo, es en otras palabras, la nacionalidad adquirida por el lugar del nacimiento, es decir que el Estado hace nacionales suyos a aquellos que nazcan dentro de su territorio; aquí se toma en cuenta el lugar donde nació la persona para atribuirle su nacionalidad.


· El ius sanguinis, o derecho de sangre es aquel en el que la nacionalidad se adquiere a través del vínculo consanguíneo, esto es que se sigue al derecho de los padres de transmitir su nacionalidad a los hijos o el de éstos a heredarla. En otras palabras: la nacionalidad de los padres es la que rige en la nacionalidad.


· El ius optandi, o derecho de optar, es el poder de optar a una nacionalidad distinta de la que se ostente, tiene lugar cuando la persona puede escoger entre dos o más nacionalidades originarias, o lo que es lo mismo cuando no concuerdan el derecho desuelo y el derecho de sangre (ius soli – ius sanguinis) y se puede escoger de entre las nacionalidades a las que se tiene derecho.” (Iduñate Gutiérrez, 2003: pp.5-6).

Por su parte, de manera derivada se adquiere por naturalización, la cual supone una concesión que exige petición o solicitud de nacionalidad. La naturalización reviste dos formas:


· “El ius domicili o derecho en razón al domicilio, es aquella forma primitiva de hacer nacionales suyos a aquellos que se encuentran domiciliados dentro de su territorio. El Estado para otorgar su nacionalidad, le exige al interesado que acredite cierto tiempo de residencia en su territorio con el fin de asegurar una efectiva vinculación.” (Iduñate Gutiérrez, 2003: pp.6).

· Nacionalidad por matrimonio.

Además de lo anterior, cabe señalar que existen dos teorías que explican el vínculo de la nacionalidad. Al respecto, la autora Iduñate Gutiérrez (2003) apunta dos teorías aplicables al respecto: a) Teoría contractualista, y b) Teoría del acto unilateral del Estado. La primera teoría señala que la nacionalidad es producto de un contrato sinalagmático en el que se establecen derechos y obligaciones tanto para el particular como para el Estado. En el Estado a través de una ley o en un tratado, y en la voluntad de los particulares, plasmada en forma expresa, al solicitar su naturalización y tácita, en caso de nacionalidad otorgada desde el momento del nacimiento, cuando no realiza actos tendientes a cambiarla, una vez que ha adquirido la mayoría de edad. La segunda indica que el otorgamiento de la nacionalidad es una facultad discrecional que ejerce el Estado de acuerdo a sus intereses, sin que intervenga la voluntad del particular, siendo esta última la más adecuada para explicar el fenómeno de la atribución de la nacionalidad tanto desde el momento del nacimiento, como con posterioridad al mismo.


Una vez tenido en claro lo anterior, debemos señalar que el proyecto de Ley de la República que nos ocupa lo que hace es establecer los mecanismos para poder acceder a la nacionalidad costarricense por parte de los indígenas de poblaciones transfronterizas, que precisamente por esa circunstancia, carecen de nacionalidad. Debemos recordar que la Convención Americana sobre Derechos Humanos, reza en su artículo 20:


“Artículo 20. Derecho a la Nacionalidad 


1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 


2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio nació si no tiene derecho a otra. 


3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla.” (la negrita no es original del texto).


Dado lo anterior, es claro que la nacionalidad es un derecho fundamental de toda persona en un Estado Social de Derecho como el nuestro, por lo que la iniciativa de ley de trata no sólo es pertinente, sino necesaria y atinente a la tutela efectiva de los Derechos Humanos que cada Estado debe garantizar a todos sus nacionales. 


Una persona, jurídicamente, se define como el centro de imputación de derechos y obligaciones (de la Parra, s.f.), significando lo anterior que la persona es sujeto y no objeto de Derecho, es decir, las personas tenemos derechos y no somos el contenido de ningún derecho, pues el Derecho existe en razón del ser humano y no al revés.


Siendo las cosas así, las personas tenemos personalidad, que se entiende jurídicamente como la serie de manifestaciones físicas y psíquicas del ser humano y que derivan de su individualidad que lo distingue de otros; y ésta a su vez se encuentra protegida por una serie de “derechos de la personalidad”, que tutelan la dignidad humana, y no son más que los derechos subjetivos previstos por el Ordenamiento Jurídico, que tutelan la dignidad de la persona (respeto que se le debe a una persona, hacerse valer como persona), por medio de la protección de bienes constituidos por proyecciones físicas o psíquicas del ser humano. Dicho de otra forma, son derechos subjetivos absolutos privados extra-patrimoniales que posee toda persona por ser tal y que garantizan la tutela y protección de los bienes jurídicos inmersos en el ser humano como el nombre, el domicilio, la correspondencia, etc. Dentro de estos podemos incorporar a la nacionalidad.


Dado lo anterior, y en el entendido de que la nacionalidad se tutela desde el derecho humano de trato digno, y es un derecho de la personalidad, la cual es compuesta por proyecciones físicas o psíquicas del ser humano, es innegable que las poblaciones indígenas cuyos territorios ancestrales quedaron divididos por las fronteras entre países deben poder acceder a la misma, siendo este proyecto de ley una herramienta para vencer la circunstancia de la indeterminación real del verdadero lugar de nacimiento de esas personas o de sus padres, como factores primordiales o preponderantes para el otorgamiento de la nacionalidad costarricense originaria.


Concluyo indicando que el proyecto de trata no sólo es necesario, sino pertinente, por lo cual manifiesto mi conformidad. Desde el punto de vista jurídico, no hago observaciones al mismo, sin perjuicio de que otras instituciones las hagan en cuanto a la tramitología que establece la iniciativa.


Sin más, quedo de usted.


Atentamente,


Lic. Daniel Del Valle Hasbun
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A continuación se transcribe el criterio sociológico del Máster Arias Hidalgo, investigador sobre temas indígenas:

“1-Observaciones basadas en el basado en el Convenio 169 y la Declaración de las Naciones  Unidas. 


La declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas dice lo siguiente: 


“Articulo 2 Los pueblos y las personas indígenas son libres e iguales a todos los demás pueblos y personas y tienen derecho a no ser objeto de ninguna discriminación en el ejercicio de sus derechos que esté fundada, en particular, en su origen o identidad indígena.” 

“Artículo 5 Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural del Estado. “


“Artículo 6. Toda persona indígena tiene derecho a una nacionalidad “


Artículo 2 del convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales de la OIT dice: 

“Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad. El proyecto es acorde con la autodeterminación, en lo referente a la libre determinación de los pueblos indígenas  en decidir  y perseguir su desarrollo económico, social y cultural.”

El proyecto no atenta con lo establecido en convenio 169 de la OIT, y la declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas. 


El objeto de la ley, es crear y regular procedimientos especiales, para dotar a la persona indígena transfronteriza, de un acceso pleno a su derecho a la nacionalidad costarricense. De tal forma, que la mis reconoce la situación migrante transfronteriza  histórica de los pueblos indígenas que han habitado y habitan Costa Rica, por lo tanto toma en cuenta las particularidades  nacionales y regionales. 

2. Indicar si apoya o no el Proyecto y las razones que justifican no apoyarlo


Sí, el proyecto es pertinente y necesario. Atiende una deuda histórica con las poblaciones indígenas.”


Cordialmente,

· Ci: Archivo 
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Asesoría Legal-176-2019

Memorando





PARA:	  Dr. Julio Calvo Alvarado, Presidente

	  Consejo Institucional



DE:	  Lic. Danilo May Cantillano, Director a. i.

	  Asesoría Legal



FECHA:	  22 de abril del 2019



ASUNTO:	  Referencia oficio SCI-264-2019





En la Sesión Ordinaria No. 3113 del Consejo Institucional, celebrada el día 3 de abril de 2019, se conoce el texto sustitutivo sobre el Proyecto “Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena Transfronteriza y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza”. Expediente No. 20.554 el cuál se remite a la Asesoría Legal para el dictamen correspondiente por lo que se procede conforme:	



I-CONSIDERACIONES GENERALES 



Según los proponentes con la presente iniciativa de ley, se pretende regular la situación migratoria en que se encuentra la población indígena Ngöbe-Buglé ubicada en la zona de Talamanca, conformada por 2254 personas según último Censo Nacional.  Dicha población se ha traslado al país en busca de fuentes de trabajo como por ejemplo en las plantaciones de banano, con vínculos familiares, culturales y sociales dentro de nuestro territorio.  A pesar de lo anterior no tienen los documentos o la oportunidad de realizar los trámites correspondientes de su estado migratorio, situación que los deja en desventaja al ser considerados como extranjeros en condición irregular, a pesar de su arraigo en suelo costarricense.  La población indígena Ngäbe se considera transfronteriza debido a que una pequeña parte se encuentra habitando en Costa Rica y otro en Panamá.

El artículo 10 de la iniciativa  busca Reformar la Ley Indígena, Ley N.° 6172, de 29 de noviembre de 1977 con el fin de integrar a este grupo de indígenas de tal forma define a  las personas indígenas transfronterizas como “… las personas indígenas que forman parte de pueblos cuyo territorio histórico y establecimiento como entidad poblacional se produce antes de la existencia de las fronteras que sirven de límite entre Costa Rica y sus países limítrofes, como lo es el pueblo indígena Ngäbe-Buglé.  En concordancia con lo estipulado en el artículo 32 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales y el artículo 36.1 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.”

Dr. Julio Calvo Alvarado, Presidente Consejo Institucional
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22 de abril de 2019



De tal forma la iniciativa pretende regular una situación de hecho, ante una población indígena transfronteriza establecida en nuestro territorio, donde si bien se adquiere una serie de derechos también obligaciones ante el Estado costarricense.  



II-DICTAMEN SOBRE SI CONTIENE ELEMENTOS QUE AMENACEN O COMPROMETAN LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA DEL INSTITUTO



· Se considera que la presente iniciativa no tiene elementos que comprometan la autonomía del Instituto Tecnológico de Costa Rica.   Bajo esta óptica, se estima que no existe inconveniente en apoyar el proyecto.





Cordialmente.



GOA/sega.



C.c.: Miembros Consejo Institucional



Elaborado por: Licda. Marielos Medaglia Gómez



Ref.: Traslado Texto sustitutivo sobre Proyecto de Ley “Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena Transfronteriza y Garantía de Integración Persona Indígena Transfronteriza, Expediente 20554
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